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La inmigración constituye una cuestión ineludible para comprender cómo se ha
configurado la percepción de la inseguridad ciudadana en la opinión pública. Con
el objetivo de profundizar en el estudio de las políticas del miedo asociadas a la in-
migración, a través de los planteamientos de la dimensión política del miedo y la
teoría de la agenda setting, en este artículo analizo el encuadre que ha recibido este
tema tanto por parte de medios de comunicación (El País y El Mundo) como de
partidos políticos (diarios de sesiones del Congreso) durante los años 2000-2003 en
España, periodo coincidente con el intenso tratamiento mediático y la predomi-
nante atención política que recibió este asunto. Analizar el origen y los elementos
que determinaron la construcción narrativa del fenómeno migratorio asociado a la
seguridad permitirá comprender por qué el binomio inmigración-delincuencia no










Immigration is a key subject to understand Spaniard opinion about public secu-
rity.  With the aim to study the link between the fear policies and immigration
through the arguments of the political dimension of fear and the theory of setting
agenda, this paper analyzes how media (El País and El Mundo) and political parties
(parliament sessional diary) frame migration from 2000 to 2003 in Spain, a period
when the  coverage  of  migration  was massive  in  national  newspapers  and the
politic attention. The origin and the element that determined the narrative con-
struction of migration related to public security explains why public opinion in
Spain does not question the link between migration and crime.
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Introducción
“La inmigración produce problemas de delincuencia e inseguridad”. Es la principal res-
puesta (20,8%) a la pregunta que cuestiona qué aspecto negativo destacarían más de la
inmigración, expresada por las personas encuestadas por el Centro de Investigaciones
Sociológicas (CIS) para el último estudio sobre Actitudes hacia la inmigración realizado
en 2014. Le siguen muy por detrás en la lista “una mayor competitividad en el mercado
laboral” (13,6%) y “problemas de integración e imposición de su cultura” (12,8%). De
estos datos se desprende que la relación inmigración-delincuencia continúa siendo un
potente binomio instaurado en la percepción de la opinión pública todavía en la actua-
lidad. Preocupada por entender esta visión xenófoba de la inmigración en España, mi
investigación partió de la necesidad de comprender cuáles han sido los elementos que
han favorecido la fuerte asimilación de esta percepción en la ciudadanía.
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Un conflicto adquiere el estatus de problema social cuando se convierte en un
tema destacado en la agenda pública, política o mediática, debido a la relevancia que
ha tomado como asunto de interés (Sampedro, 2000). Este giro en la mirada colectiva
puede ser consecuencia de diversos elementos,  no necesariamente significativos en
términos objetivos (Alonso, 1998). A la instauración de un asunto como problema le
precede la percepción, la interpretación, de que las condiciones han cambiado y de que
es necesario intervenir para corregir la situación. El hecho de establecerse como una
cuestión problemática supone que ha sido asumida como un tema que nos concierne
colectivamente y sobre el que demandamos soluciones. Ciertamente, determinar los
factores que configuran las diferentes agendas y la relación que se establece entre el
aumento de la cobertura mediática, las iniciativas de los partidos políticos y el incre-
mento de la preocupación ciudadana resulta una tarea compleja. Los resultados de la
investigación que presento a continuación muestran que el tratamiento político y me-
diático que recibe un fenómeno determinado no es inocente, y que el enfoque adopta-
do para mirar e interpretar ese tema elevado a categoría de problema condiciona de
forma determinante la configuración que la opinión pública se compone del mismo.
Expondré  esta  idea  analizando  cómo la  inmigración  sirvió  al  Partido  Popular
como explicación argumentativa del incremento de las tasas de criminalidad. Pero ese
mensaje no hubiera penetrado con la misma eficacia en el discurso social sin el contex-
to favorable que facilitaron los medios de comunicación, que ofrecieron un escenario
fundamental para consolidar determinadas percepciones en la opinión pública. En los
últimos años hemos podido observar un esfuerzo por parte de algunos medios de co-
municación e instituciones afines para mejorar el tratamiento de las informaciones re-
lacionadas con la inmigración, se han elaborado manuales de buenas prácticas (Bañon
y Fornieles, 2008; Harresiak Apurtuz, 2007), y las denuncias recibidas por diferentes
colectivos han modificado algunas conductas en este tipo de cobertura. La evolución
de los partidos políticos por su parte ha sido desigual, ya que periódicamente conti-
nuamos asistiendo a renovadas iniciativas destinadas a criminalizar a la población in-
migrante, siendo en este sentido especialmente preocupante la forma con la que se
está abordando la crisis en la frontera del estrecho de Gibraltar. En definitiva, el proce-
so de construcción del discurso que vincula inmigración e inseguridad continúa siendo
más potente que las capacidades para su desconstrucción, y el miedo es todavía un ele-
mento recurrente para conectar con una sociedad que vive en constante cambio y con
elevados niveles de incertidumbre.
El miedo es un sentimiento inherente al ser humano y la necesidad de seguridad
es, por tanto, natural; podemos incluso decir que se trata de una emoción beneficiosa,
en cuanto que activa y alimenta nuestro instinto de supervivencia. La humanidad lo ha
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padecido desde el origen de la especie, y también desde entonces ha construido los
medios —tanto físicos como psicológicos— que estaban a su alcance para protegerse de
la  vulnerabilidad  que  el  miedo  nos  produce  (Delumeau,  1978/2002;  Foucault,
1975/1990). Esta “perturbación angustiosa del ánimo por un riesgo o daño real o imagi-
nario” —tal y como define el miedo la Real Academia de la Lengua Española (2006)—
está generada por diversos procesos naturales de la vida, acontecimientos fortuitos que
pueden trastornar nuestras perspectivas sobre la misma, o personas a las que conside-
ramos potencialmente peligrosas. La fuente de nuestros miedos es por tanto heterogé-
nea y el origen no es siempre real, tangible y exterior, sino que contiene una fórmula
de componentes variados muy vinculada a las valoraciones, expectativas y actitudes
que cada cual, en sociedad, construimos sobre el entorno que nos rodea (Ferraro, 1995;
Ruidíaz, 1997; Thomé, 2004).
Debo subrayar que las personas aprendemos a tener miedo en el transcurso de
nuestra vida en sociedad, es en ese medio donde lo dotamos de contenido y aprende-
mos a comportarnos en consecuencia con los estándares esperados, lo cual no implica
que las respuestas colectivas al miedo no resulten conflictivas. Dicho de otra forma:
más allá de la manifestación psicológica del miedo, existe una construcción social del
mismo hecha por los individuos a partir de un contexto social determinado. En pala-
bras de Rossana Reguillo, “el miedo es siempre una experiencia individualmente expe-
rimentada,  socialmente  construida  y  culturalmente  compartida”  (Reguillo,  2000a  p.
189), aunque son las personas desde su capacidad emocional las que sienten miedo, “es
la sociedad la que construye las nociones de riesgo, amenaza, peligro y genera unos
modos de respuesta estandarizada, reactualizando ambos, nociones y modos de res-
puesta, según los diferentes periodos históricos” (Reguillo, 2000b p. 65).
Para Zygmunt Bauman (2006/2007) la lucha contra los temores se ha convertido
en una tarea para toda la existencia, y los peligros desencadenantes de esos miedos en
inseparables de la vida humana. El sociólogo polaco va más allá y concreta cómo la so-
ciedad moderna maneja la inseguridad que ella misma produce. Una de las estratage-
mas más habituales es el “desplazamiento/trasplante del terror a la globalización inac-
cesible, caótica, descontrolada e impredecible a sus productos: inmigrantes, refugiados,
personas que piden asilo” (Bauman, 2009 p. 1). Esta idea es especialmente relevante: se
ha colocado a la persona migrada en un lugar privilegiado para explicar las causas de
la inseguridad ciudadana en la vida moderna. En palabras del propio Zygmunt Bau-
man (2006/2009):
Podemos afirmar que las causas de peligro se han trasladado al corazón de la
ciudad. Los amigos, los enemigos y, por encima de todo, los extranjeros es-
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quivos y misteriosos que oscilan amenazadoramente entre los dos extremos,
se entremezclan y se codean en las calles de la ciudad. (p. 49)
Tomando como referencia estas reflexiones y con el objetivo de profundizar en el
estudio de las políticas del miedo asociadas a la inmigración, en las próximas páginas
analizaré la configuración política y mediática que se ha hecho de este fenómeno en el
caso español. Concretamente, examinaré el encuadre que ha recibido tanto por parte
de medios de comunicación como de partidos políticos durante los años 2000-2003, pe-
riodo coincidente con el intenso tratamiento mediático y la predominante atención po-
lítica que recibió este tema, lo que lo convirtió en un hecho paradigmático. El enfoque
securitario con el que se abordó esta cuestión tiene su momento de maduración con la
aprobación de la Ley Orgánica 11/2003 “de medidas concretas en materia de seguridad
ciudadana, violencia doméstica e integración social de los extranjeros”, cuyo título re-
sulta muy ilustrativo en este sentido, al hacer convivir en una misma legislación cues-
tiones tan dispares como la delincuencia, la violencia contra las mujeres y la experien-
cia migratoria. El análisis del origen y los elementos que determinaron la construcción
narrativa del fenómeno migratorio asociado a la seguridad me ha permitido compren-
der por qué el binomio inmigración-delincuencia no resulta inverosímil a ojos de la
opinión pública todavía en la actualidad. Los datos que expongo a continuación se re-
montan a una década atrás, sin embargo, considero que la realidad cotidiana en el año
2015 muestra lo pertinente que resulta esta reflexión hoy todavía, en la medida en que
mirar al pasado proporciona claves para interpretar el presente y la forma en que se
continúa gestionando política y mediáticamente este tema de cara a la opinión pública.
Enfoque y metodología
La relación entre inmigración1 y delincuencia constituye una de las asociaciones más
controvertidas abordadas por las ciencias sociales. A pesar de que el debate se remonta
a principios del siglo pasado en Estados Unidos y tras las aportaciones de diferentes
corrientes a lo largo de las décadas (García, 2014; Martínez y Lee, 2004), la cuestión
permanece todavía abierta y vigente. En el contexto español el binomio inmigración-
delincuencia ha sido analizado por diversos autores (Aierbe, 2005; Avilés, 2001; Bordas,
2006; García, 2001, 2003; Wagman, 2002), quienes coinciden en señalar la sobrerrepre-
sentación de personas extranjeras en el número de detenciones realizadas por la poli-
cía, así como en la población encarcelada. Entre las conclusiones que se aportan, Wag-
man explica por ejemplo que si cierto tipo de personas son etiquetadas como más pro-
1 A efectos de este trabajo he utilizado las nociones de persona inmigrante y extranjera de forma indistinta. No
obstante, por inmigrante suele referirse a la persona nacida en otro país y residente en el Estado español, mien-




clives al delito, serán más vigiladas y se les considerará más sospechosas, por lo que
tendrán más posibilidades de ser paradas y registradas por la policía, aumentando la
probabilidad de que terminen detenidas:
Esta discriminación puede afectar a los sectores más pobres de la población,
y grupos minoritarios como el de los inmigrantes, o grupos étnicos autócto-
nos, como los gitanos en el caso de España. Es normal. Los mismos prejuicios
que existen en el conjunto de la sociedad se dan entre la policía, fiscales y
jueces, incluso sería raro que no fuera así. (Wagman, 2005, párrafo. 42)
Por lo tanto, las explicaciones a la alta presencia de población inmigrante en las
estadísticas policiales y penitenciarias debemos buscarlas en los factores que rodean a
la inmigración, en vez de focalizar la atención en la inmigración en sí misma.
Para abordar el enfoque teórico del trabajo me he apoyado en dos planteamientos
primordiales: la dimensión política del miedo y la teoría de la agenda setting. Asimis-
mo, y como acabo de mencionar, he aprovechado las principales aportaciones de la te-
oría criminológica para comprender la configuración del sentimiento de inseguridad
ciudadana relacionada con la inmigración. En cuanto a la dimensión política del mie-
do, tal y como vienen argumentando diversos autores (Bauman, 2006/2007; 2006/2009;
Kessler, 2004; 2009; Recasens, 2007; Robert, 2003), el Estado, incapaz de seguir cum-
pliendo su promesa de defender a la ciudadanía de los peligros que se temen en la mo-
dernidad globalizada, caracterizados éstos por la confusión y la incertidumbre genera-
lizada, se ve obligado a desplazar el énfasis de la “protección” desde los peligros para la
dimensión social de la seguridad hacia los peligros para la seguridad personal, la cual,
a efectos de esta propuesta, se traduciría en seguridad ciudadana. La gestión de las po-
líticas asociadas al bienestar, y a las de la seguridad ciudadana en particular, constitu-
yen un buen ejemplo de las dificultades que enfrentan los gobiernos para obtener re-
sultados eficientes. Por ello, los gobiernos han contribuido a que una parte de la an-
gustia acumulada se relaje, demostrando una supuesta determinación política en la lu-
cha contra determinados peligros, como es el que representa la delincuencia y, más
concretamente, la población inmigrante que delinque. Entiendo que para las personas
responsables de la elaboración de políticas públicas —y las encargadas de su difusión
política—, esta visión reduccionista de la seguridad ha resultado una tarea rentable,
por cuanto simplifica el abordaje del problema de la inseguridad ciudadana, y permite
eludir una reestructuración en profundidad de los poderes públicos de forma que asu-
man una concepción más integral de la seguridad.
La sociología del riesgo nos advierte de que los miedos colectivos de la época en
la que nos ha tocado vivir se caracterizan por la confusión, por la incertidumbre, por la
dificultad de identificar y definir cuál es el origen concreto de nuestros miedos latentes
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y  cuáles  son  los  mecanismos  para  hacerles  frente  (Bauman,  2000/2003;  Beck,
1986/1998; Giddens, 1999/2000). Separar por parcelas los ámbitos concretos que ali-
mentan nuestra angustia constituye una tarea compleja.  Desde este planteamiento,
considero que es muy probable que la canalización de miedos y temores en un solo fe-
nómeno como es la seguridad ciudadana (y su asociación con la inmigración) se haya
convertido en una estrategia pragmática para la ciudadanía, en la medida en que cons-
tituye un fenómeno más tangible que las inseguridades sociales, políticas, económicas
o laborales, así como todos los miedos de origen difuso, no siempre sencillos de definir
y explicar. Como dice Gabriel Kessler (2004), “el delito, es la parte visible de otros pro-
cesos menos evidentes y menos espectaculares para la opinión pública” (p. 11).
Sobre la teoría de la agenda setting, la abundante literatura existente se ha ocupa-
do primordialmente de la influencia de los medios de comunicación sobre la agenda
pública (De Moragas, 1974/1994; McCombs, 2004/2006; McCombs & Shaw, 1972). En
menor medida, también se han realizado reveladoras aportaciones sobre el impacto de
los medios sobre la agenda política (Walgrave & Van Aest, 2006; 2008). Esta predomi-
nante línea de investigación ha llevado, en cierta manera, a subestimar la capacidad in-
versa, es decir, la de los grupos políticos para imponer un determinado tema en las
agendas mediática y publica. Precisamente, entre las corrientes orientadas a compren-
der la construcción de la agenda política, el modelo de John Kingdon (1995) me ha re-
sultado de gran ayuda para abordar las relaciones entre los actores y los factores que
intervienen en la definición de las mismas. John Kingdon aspira a comprender no sólo
por qué la agenda está compuesta como tal en un momento determinado —en la línea
de lo que establece el proceso de la agenda setting—, sino también cómo y por qué la
agenda política cambia de un periodo a otro. El autor distingue entre la agenda y las
alternativas, siendo agenda el establecimiento de los problemas prioritarios, mientras
que las alternativas constituirían las posibles soluciones para resolver esos problemas.
Entre las conclusiones extraídas por John Kingdon, encontramos que los medios de co-
municación resultan ser menos importantes de lo esperado, pues informan sobre even-
tos más de lo que llegan a incidir en la agenda política. Pero el impacto de los medios
incluye la influencia sobre la opinión pública que la exposición a los medios causa, y
su capacidad de establecer la agenda pública de los problemas más relevantes y de
magnificar eventos u oponerse a ellos los convierte en los verdaderos “creadores” de la
agenda.
El enfoque que he elegido dialoga con autores de la sociología del riesgo, la cons-
trucción del miedo y la agenda setting. El objetivo no es otro que poner de relieve la
existencia de prácticas y normas políticas con tintes claramente racistas, que con su
presencia y con la colaboración de los medios de comunicación ponen en peligro la or-
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ganización de la vida social. Es lo que, entre otros asuntos, han venido analizando los
estudios críticos sobre racismo (Lario, 2006; Wieviorka 1992; 1998/2009). Especialmen-
te relevante es el trabajo del lingüista Teun A. Van Dijk (1993/2003), cuyas conclusio-
nes extraídas del análisis de los debates parlamentarios de algunos países occidentales
concuerdan con los resultados de la investigación que aquí presento. Entre las tácticas
argumentativas y semánticas que el autor identifica están la retórica nacionalista que
marca la diferencia entre “nosotros” y “ellos”; la presentación negativa del “otro”; la
negación del racismo; la legitimación de las restricciones sobre la inmigración median-
te la idea de “ser firmes y justos”; el juego de cifras presentadas como objetivas tanto
por partidos como por medios de comunicación; o la actitud antirracista y de resisten-
cia partidista de la oposición parlamentaria.  El autor considera que las actitudes y
prácticas racistas de la élite política española se pronunciaron con más evidencia en el
año 2000, con la llegada al poder por mayoría absoluta del Partido Popular, en conso-
nancia también con el desarrollo de políticas racistas y de derechas en el resto de paí-
ses europeos (Van Dijk, 2003).
Me centro ahora en las cuestiones metodológicas para explicar que el análisis de
prensa se ha prestado como un instrumento adecuado para extraer una fotografía de
aquellos temas que merecieron cobertura en los medios de prensa, conocer la manera
en que fueron presentados a la opinión pública, así como el debate político que genera-
ron. Teniendo en cuenta que tanto los medios televisivos como los de prensa recurren
a prácticamente al mismo número reducido de agencias, el análisis de prensa puede
considerarse mínimamente representativo del tratamiento mediático que reciben los
diferentes temas. Elegí los dos diarios de mayor tirada a nivel nacional,  El País y  El
Mundo, y los titulares han constituido las unidades de contabilización y objeto princi-
pal de análisis; no obstante, también estudié los cuerpos de las noticias más relevantes
para contribuir a la comprensión de la investigación propuesta. Los titulares de una
noticia constituyen una unidad informativa especialmente relevante en la prensa, pues
son fundamentales a la hora de captar la atención del lector. La habilidad del periodis-
mo construyendo estos resúmenes sobre el tema que se va a tratar en el cuerpo de la
noticia, así como la interpretación y valoración personal que cada usuario haga del
mismo, determinarán en buena medida la decisión de continuar su lectura. Aunque el
lector no concluya finalmente revisando el contenido entero de la noticia, el "zapping"
visual realizado contribuye igualmente en el establecimiento de los efectos identifica-
dos por la teoría de la agenda setting, y que aportan importantes elementos de compre-
sión a la configuración de las agendas.
La selección de los titulares la realicé revisando de manera exhaustiva cada uno
de los diarios publicados durante todo el periodo, con apoyo en determinadas categorí-
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as que establecí para tal efecto y que fueron: llegada de pateras, mafias de tráfico de
personas, Ley de extranjería, política de inmigración, conflicto en El Ejido, y otros.
Este modo de selección me permitió un acercamiento al objeto de estudio sin los con-
dicionantes que establece una búsqueda por palabras clave —que limita de antemano el
tipo de noticias a localizar—, para abarcar así la integridad de las noticias publicadas
sobre el fenómeno de la inmigración. Recogí un total de 3.582 titulares de prensa, que
sometí a un análisis cuantitativo y que ofrece un estudio longitudinal; y a un análisis
de contenido2 de tipo cualitativo, para observar la tematización resaltada en los titula-
res seleccionados y los principales hitos de la agenda política sobre este fenómeno.
Los valiosos estudios realizados sobre el papel de la prensa en la configuración del
binomio inmigración-delincuencia (Aierbe, Díaz, Martínez, Mazkiaran y Pérez, 2002;
Checa y Arjona, 2011; Villalobos, 2005) se han centrado en el poder de los medios de
comunicación. Desde mi propuesta planteo no minusvalorar la capacidad de iniciativa
de los actores políticos y analizar conjuntamente cómo han participado éstos en la
construcción de esta idea. Para el seguimiento de las discusiones políticas recurrí a los
diarios de sesiones del Congreso comprendidos durante el periodo de interés, centrán-
dome en las declaraciones de los dos principales partidos en aquel momento: Partido
Popular (PP) y Partido Socialista Obrero Español (PSOE). Esta revisión me permitió co-
nocer las argumentaciones empleadas en el debate político y el seguimiento mediático
que obtuvieron. Al contrario de lo realizado con los diarios de prensa, la viabilidad de
la investigación me obligó a utilizar ítems de búsqueda a través del formulario digital
disponible en la web del Congreso, y la palabra clave utilizada fue “seguridad ciudada-
na”. Después de una revisión exhaustiva seleccioné finalmente 221 diarios para su pos-
terior análisis. Entre las diferentes sesiones que se celebran en el Congreso han desta-
cado las Comisiones de Justicia e Interior, los Plenos y los debates sobre el estado de la
nación.
La inmigración a debate
El año 2000 supone para el fenómeno de la inmigración en España la consolidación de
un periodo de crecimiento de los flujos migratorios afluentes. Entra en vigor la “Ley
Orgánica 4/2000 sobre los derechos y libertades de los extranjeros en España y su inte-
gración social”, se producen conflictivas regularizaciones extraordinarias y se constata
la ruptura política sobre cómo abordar el fenómeno. Ningún país del entorno europeo
2 Según Laurence Bardin (1986, p. 32), por análisis de contenido podemos entender “el conjunto de técnicas de aná-
lisis de las comunicaciones tendente a obtener indicadores (cuantitativos o no) por procedimientos sistemáticos y
objetivos de descripción del contenido de los mensajes, permitiendo la inferencia de conocimientos relativos a las
condiciones de producción/recepción (variables inferidas) de estos mensajes”.
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había experimentado de forma tan veloz la transición de constituir un país emisor de
emigración a asentarse como país receptor. El fenómeno no pasa desapercibido ni en
los medios de comunicación ni en el Congreso, que durante los años 2000-2001 situarí-
an la inmigración como una de las cuestiones estables en sus respectivas agendas. La
novedad dimensional del fenómeno y la consecuente inexperiencia política en el cam-
po pueden, en parte, ayudar a comprender las acciones que en materia de extranjería
se tomaron a partir del año 2000. La primera legislación sobre inmigración, la Ley Or-
gánica 7/1985, no previó el incremento cuantitativo de los flujos migratorios que se
produciría 15 años después. Por este motivo, la Ley Orgánica 4/2000 aspiraba a actuali-
zar la legislación vigente de acuerdo con la emergente realidad social. De talante inte-
gradora, manifestaba un alto nivel de equiparación de los derechos entre nacionales y
extranjeros. El rechazo del Congreso a las 112 enmiendas presentadas por el PP permi-
tió su aprobación por mayoría parlamentaria; pero el Partido Popular prometió, enton-
ces, que de volver a ganar las elecciones de marzo de 2000 reformaría la Ley durante la
siguiente legislatura, y así lo explicitó en su programa electoral.
En diciembre de 2000, a menos de un año de la entrada en vigor de la Ley Orgáni-
ca 4/2000, el Congreso aprobaba su reforma, la Ley Orgánica 8/2000, gracias a la mayo-
ría absoluta lograda por el PP. Probablemente pocos debates sobre el desarrollo y apro-
bación de una ley han suscitado el seguimiento mediático, tan prolongado en el tiempo
y expuesto a la opinión pública como el que provocaron estas normas. La mutilación
por parte de la Ley Orgánica 8/2000 de los logros en materia de derechos civiles, socia-
les y políticos que se acordaron con la Ley Orgánica 4/2000 no sólo conllevó una feroz
crítica por parte de las fuerzas políticas y sociales, sino que parte de su contenido fue
posteriormente declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional.
El debate y el contenido de las leyes de extranjería mencionadas ponen en eviden-
cia las posturas de las diferentes fuerzas políticas en torno a la inmigración. Con la Ley
Orgánica 8/2000, la integración social de personas extranjeras deja de ser eje vertebra-
dor del debate de la política de extranjería y, a partir de entonces, la gestión sobre el
tema profundizaría en el control de los flujos migratorios. Esta desviación en la mirada
sobre el fenómeno de la inmigración ha provocado importantes consecuencias políti-
cas y sociales, tal y como explicaré a continuación. El enfoque primordialmente securi-
tario con que se abordaría la política de extranjería sembró un contexto propicio para
que la relación inmigración-delincuencia no resultara cuanto menos inverosímil a ojos
de la opinión pública.
La directa acusación lanzada a las personas inmigrantes como responsables de la
variación de las tasas de criminalidad, abiertamente declarada por el entonces ministro
del Interior, Mariano Rajoy, tampoco hubiera permeado sin la intensa labor informati-
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va de los medios, coincidente, además, con esa visión securitaria del fenómeno adopta-
da por el Gobierno. Para el análisis de prensa realizado en un primer bloque 2000-2001
seleccioné todas aquellas noticias que de una u otra forma abordaron el fenómeno de
la inmigración. Encuentro que prevalece un tratamiento negativo, conflictivo, de la in-
migración, tan sólo contrastado con noticias esporádicas sobre la necesidad demográfi-
ca que cubren estas personas, gestos de apoyo de la población nacional a las demandas
de inmigrantes, o testimonios personales de inmigrantes que enfatizan las dificultades
que sufren en su vida cotidiana a causa de su condición. Concretamente, los conteni-
dos temáticos que diferencié están detallados en la figura 1.
Figura 1. Nº de titulares sobre inmigración por tema y diario (2000-2001)
Fuente: elaboración propia a partir de datos de El País y El Mundo.
Un 41,77% de los titulares sobre inmigración recogidos en los diarios El País y El
Mundo durante los años 2000-2001 hacen referencia a algún aspecto relacionado con la
Ley de extranjería: entrada en vigor de la LO 4/2000, regularizaciones extraordinarias,
declaraciones a favor y en contra, críticas de los agentes sociales, testimonios de inmi-
grantes, aprobación de la LO 8/2000, etc. Asimismo, un 13,79% de los titulares abordan
la política de inmigración desde una perspectiva más amplia que las leyes especifica-
das, y en ellos prevalece la asunción de la inmigración como problema. El segundo
grupo de titulares más numeroso (17,42%) corresponde a la información sobre la llega-
da e intercepción de pateras en el estrecho de Gibraltar. Las mafias que se dedican al
tráfico y explotación sexual de personas y los acontecimientos xenófobos sucedidos en
febrero de 2000 en municipio almeriense de El Ejido son también dos cuestiones a las
que los diarios dedicaron importantes espacios.
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Junto con el modelo de la agenda setting me he apoyado en la teoría del encuadre
(Entman, 1993; Sádaba, 2001), no sólo para analizar el marco discursivo adoptado por
los medios de comunicación sino para someter también a estudio el discurso elaborado
por los partidos políticos. Según este planteamiento, los medios no sólo influyen por-
que jerarquizan la  importancia  de  ciertos  temas,  sino porque  establecen al  mismo
tiempo los estándares a los que el público recurre para evaluar las cuestiones sociales
y políticas a la hora de tomar decisiones. A la primera fase de la agenda setting se le
denomina priming o preactivación, mientras que a la segunda se le viene llamando fra-
ming o encuadre. El framing rompe con las pretensiones objetivistas de la labor infor-
mativa de los medios de comunicación debido a que las personas, por sus experiencias
personales, afinidad ideológica o gustos personales, interpretan la realidad enmarcán-
dola, consciente o inconscientemente, dentro de unos parámetros que son subjetivos
(McCombs, 1994).
En la línea de estas aportaciones concluyo, por tanto, que los resultados del análi-
sis de prensa no sólo muestran un intenso seguimiento del fenómeno migratorio por
parte de la prensa, sino una especial atención sobre elementos concretos del mismo: la
situación de irregularidad, la ruta de llegada en pateras y las mafias que las sustentan,
y los conflictos asociados a la población inmigrante. Resumiendo, los medios de comu-
nicación informaron del fenómeno de la inmigración desde una concepción concreta:
la securitaria.
La concepción securitaria de la inmigración3
En el momento concreto de la historia política española que estoy analizando, de entre
los diversos encuadres que cabían, se optó por aquél que vincula la inmigración con la
seguridad. Desde una perspectiva más o menos amplia del concepto de seguridad, en
los siguientes apartados muestro las asociaciones que podemos identificar en este sen-
tido y durante este periodo. 
Inmigración y seguridad nacional
La expresión más gráfica de la “invasión” por parte de inmigrantes la han representado
los medios de comunicación. Así, en el diario El País contabilicé 337 titulares durante
3 Son diversas las nociones utilizadas para hacer referencia a personas carentes de permiso formal para ingresar y
residir en España: “irregular”, “ilegal”, “indocumentado”, “sin papeles”, “sin documentos”, etc. Desde la aprobación
de la primera legislación española sobre extranjería en 1985 se generalizó el término de ilegal, aunque seguirá
conviviendo a lo largo de los años con el resto de nociones descritas. En la actualidad, las expertas y expertos
prefieren referirse a “irregular” al considerar que una persona no puede ser “ilegal” per se, sino que se encuentra
al margen de la Administración, no de la ley. La ilegalidad aporta, al mismo tiempo, una concepción peyorativa
del inmigrante al relacionarlo con la comisión de infracciones.
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los años 2000-2001 dedicados específicamente a informar sobre el número de embarca-
ciones/personas detectadas en el estrecho el día anterior. Las palabras “avalancha” y
“oleada” son utilizadas con asiduidad. Los medios también informan puntualmente so-
bre los procesos de regularización y el número de inmigrantes que quedan fuera o
dentro de los mismos, escenificando, además, la constante negociación entre el Gobier-
no, la oposición y los agentes sociales sobre la (in)suficiencia de las regularizaciones
objetivadas. El mensaje que se transmite en última instancia es que “sobran muchos y
debemos frenar su entrada”. La narrativa de los acontecimientos evoca una concepción
del fenómeno en términos de invasión y defensa: el Estado debe velar por la seguridad
nacional de su territorio.
El Gobierno, por su parte, reiteró la necesidad de frenar el “efecto llamada”, expre-
sión que evoca igualmente una imagen de la llegada de flujos masivos imparables de
inmigración. De hecho, el efecto llamada constituyó una de las justificaciones princi-
pales del PP para reformar la recién entrada en vigor Ley Orgánica 4/2000. El resto de
fuerzas políticas respondió críticamente al planteamiento y posicionamiento del Go-
bierno, tal y como se pronunciaron los diputados del PSOE cuando preguntaron al PP
por qué sabiendo que no era cierto defendían que esta Ley favorecía la inmigración ile-
gal (Congreso de los Diputados, 2000, p. 393); o cuando reprocharon al Gobierno que el
efecto llamada invitaba a la sociedad española a ver un enemigo en la población inmi-
grante (Congreso de los Diputados, 2001a, p.2.978).
No pretendo con esta crítica minimizar ni desdramatizar la experiencia vivida por
millares de personas en su cruce por el estrecho de Gibraltar, sino todo lo contrario. El
encuadre de “invasión” que se atribuyó al fenómeno no ayudó a dimensionarlo en su
justa —y cruda— realidad, y ha desfavorecido la imagen de la inmigración de origen
africano en las declaraciones políticas y en la prensa española, tal y como continúa
ocurriendo todavía en 2015 con la situación en las fronteras de Ceuta y Melilla.
Inmigración y comisión de infracciones graves
Un porcentaje importante de inmigrantes incurre, efectivamente, en la comisión de in-
fracciones graves. La situación de irregularidad en territorio español constituye una
infracción grave tal y como establece la Ley de extranjería, y dicha infracción está cas-
tigada con la expulsión del país (Ley Orgánica 4/2000, art. 53.1). Por lo tanto, en térmi-
nos estrictamente jurídicos la persona en situación irregular ha cometido una infrac-
ción grave y debe ser expulsada. El ministro del Interior, Mariano Rajoy, recordaba así
las razones que justificaron la modificación de la Ley de extranjería: “la ley no contem-
plaba la posibilidad de expulsión de los extranjeros que se encontraban irregularmente
en España, y que en estos casos eran sancionados solamente con multa, pero no podí -
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an ser expulsados” (Congreso de los Diputados, 2001b, p. 8.513). La expulsión de inmi-
grantes en situación irregular constituyó, igualmente, una de las ideas centrales sobre
las que informaron los medios de comunicación en torno a la inmigración, tal y como
se observa por ejemplo en los siguientes titulares:
• El Gobierno cambiará la Ley de Extranjería para echar a los “sin papeles” de in-
mediato (El Mundo, 2000)
• ¿Debe expulsarse a los inmigrantes sin papeles? (González-Pons, El Mundo, 2000)
• Interior destinará 500 millones para repatriar inmigrantes (El Mundo, 2000)
• La policía ha expulsado a mil inmigrantes marroquíes desde enero de 2000 (Ro-
dríguez, El País, 2001)
La infracción cometida por la persona en situación irregular es de tipo adminis-
trativo y no debería ser comparada con un delito de tipo penal, como las situaciones
en las que las personas piensan cuando se habla de inseguridad ciudadana (terrorismo,
venta de droga en la calle, atracos o asaltos con armas, agresiones sexuales, etc.). Es
decir, la infracción grave cometida por su condición administrativa no atenta ni contra
la propiedad ni contra la integridad de las personas. Al mismo tiempo, la victimización
de la comisión de la infracción recae únicamente sobre la propia persona migrante,
consecuencia en muchas ocasiones de no (poder) realizar ninguna acción para evitar
su situación de irregularidad.
Sin embargo, la gravedad de la sanción —la expulsión del país— con que se castiga
esta situación y el tratamiento político y mediático que esta cuestión ha recibido, han
propiciado que se la vincule con la comisión de un delito —que, insisto, no se ha come-
tido pues esta infracción no está contemplada en el Código penal—, con toda la carga
peyorativa que la asociación produce. De hecho, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado son las encargadas de las labores de vigilancia, detención y expulsión de in-
migrantes en situación irregular, y es el Cuerpo Nacional de Policía la institución res-
ponsable de recibir y tramitar las solicitudes de regularización presentadas por estas
personas.
El trato que recibe la inmigración irregular contiene muchas de las características
comparables con la delincuencia común, comenzando por su tránsito por una comisa-
ría. Nótese la vinculación con la seguridad ciudadana que realiza la siguiente noticia
de El País referida a la entrada en vigor de la Ley Orgánica 4/2000:
Según fuentes de Interior, el extranjero indocumentado será conducido a co-
misaría, a efectos de identificación, en aplicación de la Ley de seguridad ciu-
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dadana, pero luego tendrá que ser puesto en libertad, pudiendo imponérsele
sólo como medida cautelar la retirada del pasaporte o su presentación perió-
dica (González, 2000, párrafo. 5).
También son públicamente conocidos los Centros de Internamiento de Extranje-
ros (CIE), en donde inmigrantes irregulares son recluidos bajo custodia y con priva-
ción de su libertad, en espera de la resolución administrativa de sus expedientes, mu-
chos para ser expulsados, si bien es verdad que, a diferencia de las cárceles y debido a
que la detención se debe a una infracción administrativa, los CIE no se acogen al régi-
men general penitenciario. Para finalizar con el proceso, la expulsión de inmigrantes
está custodiada por policías durante el viaje. Tan preocupante considero la des/propor-
cionalidad de la sanción de expulsión por encontrarse irregularmente en territorio es-
pañol como la inseguridad jurídica, muy poco garantista, que ha caracterizado a la re-
gulación española sobre estos procedimientos, algo que ha sido reiteradamente critica-
do por atentar contra los derechos fundamentales de las personas.
Inmigración y orden público
La entrada en vigor de la Ley Orgánica 4/2000 el 1 de febrero de 2000 y la regulariza-
ción extraordinaria que le acompañó originaron protestas masivas de inmigrantes en
situación irregular, el apoyo público a este colectivo por parte de diversos agentes so-
ciales, además de las críticas de la oposición parlamentaria. Cabe destacar la formación
de grandes colas de personas que se produjeron ante las correspondientes administra-
ciones en espera de regularizar su situación. Las fuerzas políticas centraron las críticas
en la falta de organización para atender a miles de personas que sólo buscaban infor-
mación. En cualquier caso, muchos de los focos de conflicto durante el proceso de re-
gularización tuvieron en común la presentación de las personas inmigrantes como al-
teradoras del espacio público y la necesaria intervención de la policía para resolverlo,
situación que no las dignifica ante la sociedad. La prensa relató así algunos de estos in-
cidentes:
• Los “sin papeles” quieren fomentar la desobediencia civil desde los encierros (El
Mundo, 2001)
• Cien inmigrantes deambulan por Barcelona sin que ninguna administración les
dé cobijo. El consistorio alega que “son personas que no tienen perspectivas de
reinserción social” (Nogue y Costa-Pau, El País, 2001)
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• “¡Coged a todos los que podáis!” La policía desaloja por la fuerza a los 200 “sin
papeles” acampados en una plaza de Barcelona y detiene a 60 de ellos (Martínez,
El Mundo, 2001) 
No obstante, el conflicto más relevante tuvo lugar en febrero de 2000 en el muni-
cipio almeriense de El Ejido. Los acontecimientos violentos, de carácter racista y xenó-
fobo, en esta población de 54.000 habitantes con una economía basada en la agricultu-
ra, fueron detalladamente recogidos en la prensa tanto nacional como internacional, y
ampliamente debatidos en el Congreso. La complejidad y las consecuencias de lo ocu-
rrido han sido analizadas en profundidad desde el ámbito académico (Checa et al, 2010;
Terrén, 2003), pero quiero subrayar en estas líneas la sobreexposición, una vez más, de
la población inmigrante en sucesos conflictivos de carácter grave, que fueron aprove-
chados por el Gobierno para cuestionar la Ley de extranjería vigente.
Inmigración y crimen organizado
La lucha contra las mafias que trafican con inmigrantes fue, junto con el llamado efec-
to llamada, la justificación principal para la reforma de la Ley de extranjería. El art. 318
bis, introducido en el Código Penal por la Ley Orgánica 4/2000 y modificado posterior-
mente por la Ley Orgánica 11/2003, sanciona con graves penas el tráfico ilegal y la in-
migración clandestina de personas. Las mafias que trafican con personas constituyó un
tema candente tanto en los medios como en los debates políticos, y no faltaron críticas
sobre las medidas impulsadas por el Gobierno para luchar contra este tipo de crimina-
lidad. El siguiente editorial de El País, por ejemplo, cuestionaba la eficacia de las refor-
mas legislativas aprobadas:
Uno de los argumentos más utilizados por el Gobierno para justificar su Ley
de extranjería fue la necesidad de disponer de un instrumento eficaz contra
las mafias que trafican con inmigrantes. Se trata de un argumento irrepro-
chable, pero que no es privativo de la filosofía de la actual legislación. (…) A
pesar de las distintas leyes y de los cambios legislativos, las mafias dedicadas
al tráfico ilegal de inmigrantes no han dejado de aumentar. (Mafias, 2001, pá-
rrafo. 1) 
Inmigración y salud pública
Por su situación geográfica, España intercambia con África un intenso tráfico de per-
sonas, mercancías y aves migratorias. Esta vía no constituye el único paso transfronte-
rizo de importancia del país; sin embargo, no en pocas ocasiones el riesgo de propaga-
ción de enfermedades se ha atribuido a personas procedentes de países africanos en
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vías de desarrollo. Sobre el impacto de las enfermedades en relación con la seguridad
pública, Raúl C. Mainar (2009) afirma que los datos estadísticos muestran que los mi-
llones de turistas al año que ingresan en España suponen más riesgo para la introduc-
ción de enfermedades que los cientos de miles de inmigrantes anuales, por lo que no
se ha podido establecer una relación intensa entre inmigración e introducción de en-
fermedades, y las posibilidades de que se produzca una epidemia por esta circunstan-
cia son escasas. No obstante, la prensa de El País y El Mundo optó por publicar infor-
maciones mencionando el riesgo epidemiológico del fenómeno migratorio procedente
de África,  relacionándolo  con enfermedades  como la  tuberculosis  (Noguer,  El  País,
2001) o el SIDA (Longhi-Bracaglia, El Mundo, 2001).
Independientemente de las posibilidades reales de la propagación de enfermeda-
des transmitidas por inmigrantes procedentes de países pobres de África, quiero desta-
car que el acento del riesgo para la seguridad se colocó, una vez más, sobre un deter -
minado flujo migratorio, y no sobre los millones de personas que entran y salen del
país a través de los aeropuertos, procedentes y con destino a todos los países del mun-
do. Una década más tarde, en el año 2014, los medios de comunicación amplificaron la
alarma social creada por la crisis del ébola, estigmatizando a las personas de origen
africano al situar los puntos de riesgo en Ceuta y Melilla, mientras paradójicamente la
primera infección en territorio español la ocasionó un nacional que fue trasladado por
vía aérea (Álvarez y Romero, El Mundo, 2014).
La inmigración y la seguridad ciudadana
Desde una perspectiva más restrictiva del concepto de seguridad, el mensaje que rela-
ciona a la población inmigrante con una mayor actividad delictiva, aunque criticado y
contraargumentado desde diferentes ámbitos, ha mostrado un potente nivel de perme-
abilidad en el imaginario social. Basta con observar la necesaria reflexión sobre el tema
todavía en la actualidad. Esta capacidad de filtración del mensaje —la idea sobre la re-
lación inmigración-delincuencia invita al debate y a la relativización, pero no provoca
inverosimilitud— ha sido posible gracias a la concepción securitaria con la que se ha
encuadrado el fenómeno de la inmigración en España, tal y como acabo de describir en
los apartados anteriores. En otras palabras, la disposición para aceptar la relación in-
migración-delincuencia ha estado favorecida por el contexto en que esta vinculación
ha sido establecida. Los discursos políticos y noticias de prensa se han caracterizado
en este sentido por un tratamiento carente de matices y de explicaciones fundamenta-
das. A continuación identifico cuatro niveles de presentación de las personas inmi-
grantes en su relación con la delincuencia.
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La inmigración como protagonista de sucesos delictivos
Los titulares de sucesos delictivos que contienen información explícita sobre la impli-
cación de inmigrantes en los hechos acontecidos se han abordado desde 3 perspectivas
principales. La primera presenta al inmigrante como víctima de agresiones, y la especi-
ficación de la nacionalidad hace pensar que el móvil de la agresión ha sido racista. Ve-
amos algunos ejemplos:
• Detenido un cazador de Málaga por disparar por la espalda a un magrebí (Aten-
cia y Méndez, El País, 2001) 
• Dos jóvenes de rasgos árabes mueren acribillados a balazos en Estepona (Del Río
y Camacho, El País, 2001) 
Desde una segunda perspectiva, la nacionalidad del sujeto es irrelevante para ex-
plicar lo sucedido. Cabe preguntarse si el hecho noticioso lo constituye el suceso o la
nacionalidad de la persona, lo cual promueve la asociación entre inmigrante y delito.
Por ejemplo:
• Un kosovar fue detenido y liberado dos veces en un día (El Mundo, 2001) 
• Martínez respalda a un preso marroquí que niega ser el autor de varias violacio-
nes (El País, 2001) 
Y la tercera perspectiva sitúa a la persona inmigrante como victimaria o delin-
cuente. La noticia informa en el titular sobre la nacionalidad de la autoría del delito, o
bien destaca al colectivo inmigrante como infractor, como en estos casos:
• Tres ucranianos secuestran a una mujer para cobrar jornales atrasados (Setien,
El País, 2001a) 
• El delegado del Gobierno en Lanzarote acusa a los inmigrantes de “trapichear”
(El País, 2001) 
La inmigración como variable explicativa de las tasas de criminalidad
El Gobierno del PP no ocultó su planteamiento sobre la explicación del comportamien-
to de la delincuencia conectada con la variable inmigración. La correlación que esta-
blecieron entre ambos fenómenos carece de matices que relativicen esta asociación, tal
y como se observa en las palabras del ministro del Interior, Mariano Rajoy, que respon-
sabiliza directamente a la inmigración de la delincuencia en España:
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Hay otro dato (…) que es la delincuencia de los ciudadanos extranjeros. Du-
rante el periodo de enero a septiembre del año 2001, el 59% de los detenidos
en la ciudad de Barcelona eran extranjeros, y por eso hemos dado prioridad a
la expulsión de extranjeros que estaban incursos en causas delictivas. (Con-
greso de los Diputados, 2001c, p. 6.113)
Lógicamente, esto nos obliga en determinadas ocasiones a hacer planes espe-
cíficos no contra personas de una nacionalidad concreta, sino contra perso-
nas que delinquen, pero que casualmente son de una nacionalidad concreta.
(Congreso de los Diputados, 2001e, p. 12.876) 
La prensa dedicó titulares dispares a esta correlación, pero predomina la informa-
ción sobre el incremento de la delincuencia cometida por personas extranjeras, especi -
ficando el aumento estadístico de este perfil de personas.
Medidas de expulsión contra inmigrantes delincuentes
La posibilidad de expulsar a personas nacionales y extranjeras “indeseables” ha existi-
do históricamente. En el caso de la deportación de criminales nacionales, el surgimien-
to de la pena de expulsión estuvo vinculado a la colonización de territorios, como ocu-
rrió durante la conquista española de América. Pero también se han llegado a destinar
territorios fuera de los países para albergar exclusivamente a criminales expulsados,
siendo el caso de Australia paradigmático en este sentido. En tiempos más cercanos, la
potestad de expulsar a delincuentes “indeseables” se ha practicado, por lo menos en el
caso español y en países del entorno, sólo con personas extranjeras (Monclús, 2004).
Analizaba anteriormente la expulsión del territorio español de inmigrantes por su
situación administrativa irregular, pero el debate sobre este procedimiento discurrió
paralelamente a la posibilidad de expulsar a aquellos que hubieran cometido algún de-
lito penal. Esta medida constituyó una de las prioridades del Gobierno del PP en mate-
ria de inmigración, y los medios, con la difusión de estas políticas, contribuyeron a re-
forzar la relación inmigración-delincuencia que se venía configurando, tal y como pue-
de apreciarse a continuación:
• Interior pide la expulsión de los irregulares que cometan delitos (Bárbuelo,  El
País, 2001) 
• Partidos políticos y sindicatos piden “juicios rápidos para todos”, no sólo para
extranjeros (Setien, El País, 2001b) 
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Operaciones contra la delincuencia protagonizada por inmigrantes
En octubre del 2001, la Dirección General de la Policía puso en marcha la Operación
Ludeco, o lo que es lo mismo, el Dispositivo especial contra la delincuencia perpetrada
por nacionales colombianos y ecuatorianos (Ministerio del Interior, 2001). El Secretario
de Estado de Seguridad, Pedro Morenés, explicaba ante el Congreso las motivaciones y
objetivos de esta operación. Según sus palabras, Ludeco se articulaba con la misma fi-
nalidad que el resto de operaciones específicas puestas en marcha por la Jefatura Supe-
rior de la Policía de Madrid ante la evidencia, en este caso, del incremento registrado
en la delincuencia protagonizada fundamentalmente por personas originarias de Co-
lombia y Ecuador. En septiembre de ese mismo año, el Ministerio del Interior, la Direc-
ción General de la Policía y la Jefatura Superior de Madrid habían iniciado en Madrid
la llamada “Operación Café”, como consecuencia —según se indicaba en la propia cir-
cular— del aumento de actividades delictivas en la región. La Operación Ludeco cons-
tituía la continuación de la Operación Café en todo el territorio español. Pedro More-
nés insistió en desvincular esta operación de las motivaciones racistas de las que se le
acusaban, argumentando que ésta se basaba exclusivamente en mantener la seguridad
ciudadana, y que no estaba dirigida “contra grupos de nacionales de otros países por el
hecho  de  ser  nacionales  de  otros  países”  (Congreso  de  los  Diputados,  2001d,  pp.
12.368-12.369).
Las críticas de prácticamente todos los grupos parlamentarios de la oposición es-
tuvieron orientadas a cuestionar operaciones policiales explícitamente dirigidas contra
determinadas nacionalidades, y también se problematizó la explicación que la variable
inmigración pudiera tener en la lucha contra la delincuencia. Entre otros, Izquierda
Unida destacaba las miles de personas procedentes de Ecuador y Colombia que esta
operación ponía bajo sospecha; el PSOE advertía de los efectos indeseables de singula-
rizar el combate de la delincuencia por nacionalidades, etnias, religiones o culturas, y
el riesgo de estigmatización que supone para personas extranjeras no delincuentes la
incorporación de sus datos a archivos policiales; Convergencia i Unió preguntaba al
Gobierno si existen delitos especiales o específicos cometidos por personas de Ecuador
o Colombia y qué las distingue para justificar operaciones como la de Ludeco; y el
Grupo Mixto denunciaba que este tipo de operaciones codifican sobre el papel lo que
en la práctica viene sucediendo: el hostigamiento de una persona por poseer un deter-
minado color de piel o un determinado acento (Congreso de los Diputados, 2001d, , pp.
12.369-12.373).
El País se hizo igualmente eco de las críticas lanzadas por parte de partidos políti -
cos, ONGs e instituciones vinculadas a inmigrantes, subrayando el carácter xenófobo
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que despedía esta operación. El Mundo, por su parte, no publicó ninguna información
sobre estas operaciones.
La aprobación de la LO 11/2003
Dos años después de la aprobación de las leyes de extranjería, el Gobierno aprobó en
2003 importantes modificaciones en materia penal justificadas por la necesidad de lu-
char más eficazmente contra la delincuencia y proteger a la ciudadanía frente a estas
formas de amenaza. En el debate sobre el estado la nación celebrado en julio de 2002,
el presidente del Gobierno, José María Aznar, anunció su Plan de Lucha contra la De-
lincuencia, que combinaba reformas en el ámbito penal y programas operativos cen-
trados en reforzar y mejorar el instrumento policial.
Pero la herencia más representativa de este Plan será, sin duda, la producción le-
gislativa de tipo penal. Por su relación directa con la inmigración quiero destacar la
Ley Orgánica 11/2003 “de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, vio-
lencia doméstica e integración social de los extranjeros”, que precisamente se extiende
mayoritariamente sobre el apartado de extranjería, y que se centra en cuatro supuestos
concretos: la expulsión del país de inmigrantes en situación administrativa irregular
condenados a penas privativas de libertad inferiores a seis años (de esta manera, se
sustituye el “podrán ser expulsados” contemplado en la Ley de extranjería y que otor-
gaba al juez la discrecionalidad de ejecutar la expulsión, por el “serán expulsados”, con
la excepción de cuando la naturaleza del delito justifique el cumplimiento de la conde-
na en España), el aumento de penas por tráfico y explotación sexual de personas, la ti -
pificación como delito de la ablación genital femenina, y la modificación del Código ci-
vil en materia de separación y divorcio para equiparar estos derechos a los de las per-
sonas nacionales.
La necesidad de expulsar a inmigrantes en situación irregular condenados por
motivos penales ya constituía una iniciativa expresada en diversas ocasiones por el
Partido Popular a lo largo del año 2001. En cuanto al aumento de las penas por tráfico
de personas, el texto lo justifica como respuesta a las nuevas formas de delincuencia
que se aprovechan del fenómeno de la inmigración para cometer sus delitos. Entiendo
que la mutilación genital fue posiblemente incluida como reacción a la alarma social
que generó la publicación de varias noticias sobre el tema en la prensa y su consi-
guiente presencia en el debate político, que tuvo también gran repercusión en los me-
dios de comunicación. Por último, y según esta reforma, la modificación del Código ci -
vil responde a la necesidad de garantizar la protección de la mujer frente a nuevas rea-
lidades sociales que aparecen con el fenómeno de la inmigración, concretamente para
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solventar los problemas que encuentran mujeres extranjeras,  fundamentalmente de
origen musulmán, que solicitan la separación o el divorcio.
Un análisis atento del tenor de esta Ley permite poner de relieve algunos puntos
que me llaman la atención. El principal es que una legislación que aspira a integrar so-
cialmente a personas extranjeras —independientemente de la acepción que sobre “inte-
gración” queramos considerar— comparta título y espacio con medidas destinadas a
combatir la seguridad ciudadana y la violencia contra las mujeres. Al entrar en el con-
tenido se observa que, en realidad, no aborda ninguna medida destinada a integrar so-
cialmente a esta población, sino que penaliza algunas conductas específicas asociadas
directa o indirectamente con la condición de inmigrante. Los supuestos elegidos para
facilitar una “integración social de los extranjeros” constituyen todos ellos prácticas
negativas a ojos de la opinión pública —delinquir, traficar, mutilar, discriminar—, por
lo que no aporta una visión favorable a la convivencia multicultural. De ese modo,
concluyo que la Ley Orgánica 11/2003 más que perseguir una integración social de los
extranjeros genera un efecto estigmatizante sobre este colectivo.
Junto con la pequeña delincuencia y la reincidencia, la inmigración fue igualmen-
te centro de atención de los titulares de prensa que informaron sobre esta reforma,
como puede observarse en la siguiente selección:
• Interior modificará la ley para que los jueces expulsen a los inmigrantes con deli-
tos menores (Rodríguez y Romero, El País, 2001) 
• El Gobierno endurece las penas contra las mafias y aumenta la protección de los
inmigrantes (El Mundo, 2003)
Por último, no quiero dejar de señalar la reiterada oposición que el PSOE hizo a la
vinculación semántica entre inmigración y delincuencia que el Gobierno venía reali-
zando. Además de la criminalización que suponía para este grupo de personas su di-
recta señalización como sospechosas delincuentes, el PSOE tampoco compartía la ex-
pulsión de inmigrantes delincuentes como medida principal, al considerar que esto ge-
neraba un mensaje de impunidad para posibles infractores (Congreso de los Diputa-
dos, 2003, pp. 13.737-13.739). No obstante, y a pesar de este posicionamiento, la Ley
Orgánica 11/2003 fue finalmente aprobada con la abstención del Partido Socialista.
La irregularidad como agenda de gobierno
La situación de irregularidad de inmigrantes ha constituido el elemento central sobre
el que giró el debate en torno a la inmigración en España. Me he referido a los años
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2000-2003, cuando los flujos inmigratorios comenzaron a producirse con mayor inten-
sidad respecto de años anteriores, y el discurso político y mediático naciente sobre este
fenómeno enfatizó la figura del “ilegal” como el problema emergente al que se enfren-
taba la sociedad.
Retomando la propuesta de Kingdon sobre la agenda y las alternativas, podemos
afirmar que la inmigración irregular fue la agenda establecida y presentada a la opi-
nión pública en materia de inmigración por parte del Gobierno a partir del año 2000, al
mismo tiempo que fue la respaldada por los medios de comunicación. Si pensamos en
las alternativas, la cuestión parece sencilla de remediar: regularizar toda la inmigra-
ción en situación irregular. Pocos problemas a los que se pueda enfrentar un Gobierno
pueden solventarse con tanta agilidad y eficacia, ya que el Estado es la única institu-
ción que posee el derecho de conceder a las personas inmigrantes el estatus de regular.
Es decir, la capacidad de la regularización recae única y exclusivamente sobre el Esta-
do, y no necesariamente sobre la voluntad de la población inmigrante. Sin embargo, la
alternativa adoptada ha sido la opuesta: el control del ingreso y la expulsión del país.
Esta alternativa de perseguir y expulsar a las personas en situación irregular requiere
de importantes recursos en vigilancia, internamiento temporal de las futuras personas
expulsadas y consumación de la expulsión, lo cual no sólo resulta más complejo y cos-
toso, sino que no asegura ninguna efectividad. Mención aparte merece la vulneración
de derechos humanos que sufren estas personas y la forma en que impacta esta expe-
riencia en sus vidas.
La inclinación por esta segunda alternativa se explica por el hecho de que la situa-
ción irregular de inmigrantes no constituía la agenda real del Gobierno del PP y, por lo
tanto, la alternativa elegida resulta extravagante para resolver una cuestión adminis-
trativa. De las estrategias adoptadas se desprende que el problema que preocupaba al
Gobierno era, en realidad, el control de los flujos migratorios. Si bien la diferencia pue-
de parecer sutil, no lo es en absoluto: la irregularidad es una situación legal-adminis-
trativa, mientras que el control de los flujos migratorios constituye un reto tan com-
plejo como la definición de una política migratoria. Cada agenda tiene sus posibles al-
ternativas, y tratar de resolver la cuestión de la irregularidad con una de las alternati-
vas para controlar los flujos migratorios tiene una consecuencia concreta: la criminali-
zación de las personas migrantes en situación irregular.
No he querido en estas líneas apostar por la regularización general de estas perso-
nas, pues es una cuestión que no compete a la tarea de investigación que he emprendi-
do, ni al tema que estoy analizando. La definición de una política migratoria debe esta-
blecer unos requisitos administrativos para gestionar los flujos  —del tipo que sean—
que vayan a producirse, partiendo por el registro de la presencia de una persona en un
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país. Los criterios más o menos restrictivos dependerán del país, su relación con otros
países del entorno y la posición ideológica del Gobierno en cada periodo. Lo que quie-
ro subrayar es el enorme peso discursivo que ha recaído sobre la inmigración irregular,
pretendiéndose con su persecución dar solución a una cuestión que ni se transmitió
con transparencia, ni se abordó en toda su complejidad.
Después de estudiar las migraciones irregulares de población mexicana a Estados
Unidos, el antropólogo Nicholas de Genova (2002; 2004) señala la “detenibilidad” y la
“deportabilidad” como base de la política migratoria estadounidense. De esta manera,
De Genova presta especial atención a la amenaza permanente de detención y deporta-
ción —y no tanto a las realmente efectuadas—, que juega con el límite entre la migra-
ción regular e irregular en el que se mueven estas personas. Se estigmatiza así la mi-
gración económica mexicana y se proporciona al capitalismo estadounidense fuerza de
trabajo flexible, al mantenerla en el limbo entre no estar completamente excluida pero
no ser tampoco totalmente prescindible. La propuesta del autor resulta inspiradora a la
hora de interpretar y comprender la agenda real del Gobierno del Partido Popular, em-
peñado en presentar como problema la inmigración irregular y vincularla con la ame-
naza a la seguridad, tal y como he argumentado en apartados anteriores.
El encuadre con el que se afronta un problema no surge de forma natural. El esta-
blecimiento de la agenda y sus alternativas pueden adoptar diferentes enfoques para
observar, abordar e intentar resolver la cuestión que preocupa. El ángulo elegido —tan-
to por parte de partidos políticos como de medios de comunicación— para mirar y pre-
sentar un tema influye en la forma en que la opinión pública observará el fenómeno
que por diferentes motivos ha sido enfatizado. Después de ganar las elecciones genera-
les del año 2000, el Gobierno de José María Aznar creó la Delegación del Gobierno
para la Extranjería y la Inmigración y la integró en el Ministerio del Interior, eliminan-
do así las competencias sobre la política de extranjería al hasta entonces responsable
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. La inmigración pasó así de considerarse una
cuestión sociolaboral a constituir un asunto de seguridad. Lo mismo puedo decir de la
concepción sobre la política de integración de la inmigración que se cultiva cuando en
el año 2003 se aprueba una ley penal que permite en su título la convivencia de fenó-
menos tan dispares como la delincuencia, la violencia contra las mujeres y la integra-
ción social de personas extranjeras (Ley Orgánica 11/2003).
Conclusiones
La opinión pública continúa estableciendo una fuerte vinculación entre inmigración y
comisión de delitos, tal y como evidencian las últimas encuestas desarrolladas por el
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CIS. La respuesta a esta percepción no debe buscarse en las estadísticas de criminali -
dad, pues poco importan en realidad, lo esencial es cómo se siente la ciudadanía y si
encuentra que se ofrecen soluciones a los problemas que ha identificado y por los que
se siente amenazada. La teoría de la agenda setting y los estudios basados en la misma
ha prestado una gran atención al impacto de la cobertura mediática sobre la opinión
pública. Sin minimizar el poder de los medios de comunicación, en este trabajo he que-
rido evidenciar el importante papel que también juegan los partidos políticos en el es-
tablecimiento de las agendas, y las consecuencias que el enfoque adoptado por ellos
tiene sobre la percepción social. Las investigaciones que han estudiado la configura-
ción de la agenda política, como es trabajo realizado por John Kingdon, arrojan luz so-
bre el comportamiento de un actor que no ha recibido la suficiente atención en el aná-
lisis de la configuración de las agendas, y que sin embargo ha mostrado una gran capa-
cidad de influencia, que no debe subestimarse. Los partidos políticos interesados en re-
lacionar inmigración con delincuencia han contado con el contexto favorable que los
medios han construido sobre un escenario orientado a articular el discurso de la inmi-
gración desde la óptica de la seguridad.
En este contexto y analizándolo desde la dimensión política del miedo, he obser-
vado que explotar la sospecha hacia el colectivo inmigrante ha constituido una estrate-
gia extraordinariamente eficaz para lograr el objetivo de cualquier partido político: ha-
cer ver que se lucha contra un mal claramente identificado (en tiempos de incertidum-
bre) y demostrar que se emplean todos los medios y esfuerzos posibles para comba-
tirlo. La criminalización de la inmigración, y el consecuente incremento de la dificul-
tad de integración social de este colectivo, constituye una de las consecuencias de esta
gestión securitaria enfocada en la contención de los flujos migratorios. Y eso se ha lo-
grado a través de un mecanismo específico particularmente potente: el miedo.
La metodología empleada a través del análisis de prensa y de los diarios de sesio-
nes del Congreso me ha permitido identificar cómo este enfoque securitario de la in-
migración se abordó (y se sigue abordando) desde la concepción más amplia de la se-
guridad: miedo a que se vulnere la seguridad nacional, miedo a personas que cometen
reiteradamente infracciones (administrativas) graves, miedo a las consecuencias de la
alteración del orden público que estas personas producen, miedo a que propaguen un
problema de salud pública y, sobre todo, miedo a que aumenten la delincuencia y la in-
seguridad ciudadana. El espíritu de la Ley Orgánica 11/2003 constituye un excelente
ejemplo de la asunción de este enfoque por parte de las instituciones políticas y legis-




A pesar de los años transcurridos desde el periodo que analizo en este estudio, y
de los avances que podamos identificar en algunos sectores, la inmigración como fenó-
meno sigue sometida a una gestión predominantemente securitaria. Por ello, analizar
el origen y las claves de este encuadre permite todavía comprender cómo la verosimili-
tud del binomio inmigración-delincuencia por parte de la opinión pública continúa
siendo una percepción de plena actualidad.
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